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Decide la Sala la impugnación interpuesta por la demandante contra la sentencia proferida el pasado 10 de mayo por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por Gloria Inés Álvarez Chica contra la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- a la que fueron vinculadas las Gerencias Nacionales de Reconocimiento y de Operaciones de la misma entidad.
ANTECEDENTES

En su propio nombre, Gloria Inés Álvarez Chica, demandó la protección de su derecho fundamental de petición, vulnerado, dijo, por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en cabeza de su presidente y, por consiguiente, solicitó, que se le ordenara dar respuesta de fondo a la solicitud que elevó desde el 20 de febrero de 2012, radicada al número 208715, recibida por el ISS, y en la que deprecó la reliquidación de su pensión de jubilación con la inclusión de todos los factores que constituyen salario, desde la fecha de efectividad de la pensión o status jurídico.
Dijo que como servidora pública, mediante Resolución No. 06018 de 2010 el Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión en cuantía mensual de $1’081.596,oo con un ingreso base de liquidación IBL que se extrajo de los factores salariales cotizados durante los últimos 10 años, sin tener en cuenta todos aquellos factores que constituían salario. Por ello, el 20 de febrero de 2012 elevó la solicitud atrás referida, pero han transcurrido alrededor de cincuenta (50) meses para la resolución del caso, sin que la accionada se haya manifestado en forma positiva o negativa.
 



Con la demanda, aportó copia de la respectiva solicitud (f. 5 a 9, c. 1).

  



Se admitió la acción y se dispuso vincular a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Operaciones de la misma entidad, a la vez que se corrió traslado por el término de tres días. Se pronunció el vicepresidente jurídico y secretario general, para indicar que la acción de tutela procede siempre y cuando se encuentren cumplidos los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, para señalar en torno a este que, ha perdido eficacia en el caso concreto, dado que la solicitud cuya respuesta se pretende data del año 2012, esto es, más de 4 años, sin que exista justificación alguna de la inactividad para promover el amparo constitucional. 
 



Se dictó sentencia en la que se resolvió “Negar, por improcedente” (sic) el amparo, por falta de inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, a lo que se suma que  la accionante puede acudir a la jurisdicción ordinaria para obtener un pronunciamiento sobre el cumplimiento esperado.

  



Esa decisión fue impugnada por la actora, quien adujo que si no ejerció la acción en forma oportuna, ello fue ante la crisis que se presentó en la liquidación del ISS y cuyas funciones fueron asumidas por Colpensiones con un represamiento de más de 75.500 solicitudes sumadas a la cantidad de tutelas e incidentes de desacatos; aludió a los pronunciamientos de la Corte Constitucional en relación con la suspensión de sanciones y medidas a adoptar en la entidad que conllevó un blindaje de la misma que solo se levantó con la decisión del auto 181 de 2015 que negó la suspensión por desacato a tutela y, por ello, afirma, no puede alegarse inmediatez y aduce violación del derecho de igualdad, porque en otro caso similar al suyo, se resolvió de fondo; agregó que hasta tanto se le brinde la respuesta requerida, le está vedado acudir a la jurisdicción ordinaria para hacer valer su derecho; por consiguiente, deprecó la revocatoria del fallo.
CONSIDERACIONES

Como viene de verse, acude ante el juez constitucional Gloria Inés Álvarez Chica, con el propósito de que se le proteja su derecho fundamental de petición, vulnerado, afirma, por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES.
  



El Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, no accedió al amparo pedido, por falta de inmediatez; además, porque la demandante tiene a su alcance otra herramienta de defensa judicial para la satisfacción de su derecho.
  



La actora justifica su inactividad en la cantidad de asuntos represados en Colpensiones para que asumiera su conocimiento y en el hecho de que la Corte Constitucional brindara unos plazos para que se allanara al cumplimiento de sus obligaciones, lo cual tuvo fin con el Auto 181 de 2015; adicionalmente indica ahora que se le vulnera el derecho de igualdad, porque en otro caso similar al suyo, se dejó de lado la inmediatez. 
La Sala, sin embargo, comparte la decisión final adoptada que, por tanto, será prohijada, salvo en cuanto a la forma técnica en que se plasma la resolución final que, será objeto de modificación. 
Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 
   



Sin embargo, sobre su procedencia se han construido por la misma jurisprudencia, además de los legales (art. 6°, D. 2591 de 1991), una serie de requisitos, uno de los cuales tiene que ver con la inmediatez. De tiempo atrás, la Corte Constitucional ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. 

Claro que habrá casos de excepción, pero ello ocurrirá cuando se trate de los derechos de un sujeto de especial protección, o cuando se justifica ante el juez la tardanza en la promoción del amparo.

En la sentencia T-172 de 2013, expuso la alta Corporación que: 

    


Para establecer la razonabilidad del tiempo transcurrido entre el desconocimiento de la atribución fundamental y el reclamo ante el juez constitucional, la jurisprudencia ha establecido un conjunto de pasos o espacios de justificación. Al respecto, la sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha establecido algunos de los  factores que deben ser tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del lapso: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado;
 (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.

A partir del desarrollo de las nociones mencionadas, el juez de tutela puede hallar la proporcionalidad entre el medio judicial utilizado por el accionante y el fin perseguido, para de esta manera determinar la procedencia de la acción de tutela como mecanismo idóneo para la protección del derecho fundamental reclamado.

Además de lo anterior, la jurisprudencia también ha destacado que puede resultar admisible que transcurra un extenso espacio de tiempo entre el hecho que generó la vulneración y la presentación de la acción de tutela bajo dos circunstancias claramente identificables
: la primera de ellas, cuando se demuestra que la afectación es permanente en el tiempo
 y, en segundo lugar, cuando se pueda establecer que “… la especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”.
”.

Ya antes, en la sentencia T-1148 de 2005, frente al derecho de petición, de manera concreta, había confirmado la negativa del resguardo constitucional, por considerar que: 

“Conforme con lo anterior, la peticionaria estaba legitimada para reclamar, por vía de la acción de tutela, el amparo de su derecho fundamental de petición a partir del 3 de noviembre de 2003, día hábil siguiente al vencimiento para CAJANAL del término legal previsto para dar una respuesta preliminar sobre el petitum que le fuera formulado.

 

  


De esta manera, llama la atención de esta Sala que la Señora Gómez haya dejado transcurrir 1 año, 7 meses y 15 días entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.

 

  


Así, atendiendo a la jurisprudencia de esta Corporación sobre el principio de inmediatez como presupuesto procesal de la acción de tutela, resulta claro que, tal como lo considerara el Juez de Instancia, en el caso bajo estudio no se observó el plazo razonable para reclamar la protección del Juez Constitucional.

 

   


En este orden de ideas, la protección que aquí se invoca ha perdido sus atributos de actualidad y urgencia, con lo cual ha quedado desnaturalizada.” 

Otro tanto ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia; en una ocasión en la que también estaba de por medio el derecho de petición, señaló
, que: 

Según se ha sostenido de manera reiterada por la jurisprudencia de esta Sala, para que proceda la acción de tutela debe acreditarse la vulneración o amenaza a un derecho fundamental, para la cual el actor no cuente o no haya contado con un mecanismo judicial de defensa
, y frente a la cual el peticionario haya actuado con la urgencia que amerita el caso, dentro de un término razonable de inmediatez
.

 Descendiendo al caso concreto se tiene que, en efecto, como afirma la demandante, no ha obtenido respuesta a la petición que elevó en el mes de febrero de 2012, relacionada con una reliquidación pensional. Pero, debe tenerse en cuenta que entre esa calenda y la de la promoción de esta acción trascurrieron algo más de cuatro (4) años, de donde salta a la vista, sin mayores ambages, que la interesada pasó por alto aquel requisito de procedibilidad relacionado con la inmediatez, que debe cumplirse aquí, dado que no se trata de un sujeto de especial protección, ni se justifica razonadamente la tardanza, durante la cual, incluso, pudo haberse acudido con creces, como lo señala el fallo, a la jurisdicción ordinaria para debatir lo relacionado con el pretendido reajuste.  . 
Ahora bien, es inadmisible el argumento que trae la accionante acerca de que debía esperar la respuesta que por esta vía se intenta, pues ello va en contravía de lo reglado en el artículo 6 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social. Tampoco lo es el represamiento de solicitudes ante la accionada o la ampliación de términos que le otorgó la Corte Constitucional,  porque ello no era óbice para impetrar el amparo constitucional y, además, si entiende que con el Auto 181 de 2015, se normalizó la situación, esa providencia fue pronunciada el 13 de mayo del año pasado, lo que significa que transcurrió cerca de un año hasta el momento de presentación de la presente demanda, tiempo que desborda igualmente ese principio. 

Menos aún puede ser de recibo lo que a última hora aduce acerca del derecho a la igualdad por existir un caso similar al suyo, pues se trata de una cuestión novedosa, sobre la que nada se dijo en la demanda y que de ser resuelta ahora, atentaría contra el derecho de defensa de la contraparte que no tuvo oportunidad de pronunciarse sobre el particular.
 



Trasunto del cual viene que la acción impetrada se tornaba improcedente, y así ha debido declararse concretamente en primera instancia, esto es, que no ha debido negarse, pues ello implicaría un análisis de fondo de la cuestión; en ese sentido será objeto de modificación el fallo. 
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia proferida el pasado 10 de mayo por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por Gloria Inés Álvarez Chica contra la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- a la que fueron vinculadas las Gerencias Nacionales de Reconocimiento y de Operaciones de la misma entidad, en el puntual sentido de declarar IMPROCEDENTE el amparo reclamado.
   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia SU-961 de 1999.


� Sentencias T-814 de 2004 y T-243 de 2008.
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� Consultar, entre otras, las Sentencias T- 1110 de 2005 y T-425 de 2009.


� Sentencia T-158 de 2006.


� Sentencia, mayo 13 de 2011, radicado 05001-22-03-000-2011-00176-01, M.P. William Namén Vargas.
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